
Número Identificador 
RES2021________________ 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL ESPECIAL 
 

 
INMOBILIARIA CIM T I 

408, LLC; SEBA ROCK PR 

INVESTMENTS, LLC 
 

Recurridos 

 
v. 

 
DARÍO RIVERA 

CARRASQUILLO; WANDA 

RIVERA ORTIZ; JORGE 
LEDÓN WEBSTER Y 

ELLIOT RAMÍREZ PÉREZ 
POR SÍ Y COMO 

MIEMBROS DE LA JUNTA 

DE DIRECTORES DEL 
CONSEJO DE TITULARES 
DE LA TORRE I CENTRO 

INTERNACIONAL DE 
MERCADEO; CONSEJO 

TITULARES DE LA TORRE 
I DEL CENTRO 

INTERNACIONAL DE 

MERCADEO 
 

Peticionarios 

 
 
 

 
KLCE202000463 

 
Certiorari 
procedente del 

Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 
Carolina 

 
Civil núm.:  

CA2019CV03207 
(403) 
 

Sobre:   
Impugnación de 

Elección de los 
Miembros de la 
Junta de Directores; 

Impugnación de 
Determinaciones 
Ultra Vires 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramos Torres, el Juez 
Bonilla Ortiz1 y el Juez Rodríguez Flores2. 

 
Rodríguez Flores, juez ponente. 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de abril de 2021. 

 La parte peticionaria, Sr. Darío Rivera Carrasquillo, Sra. 

Wanda Rivera Ortiz, Sr. Jorge Ledón Webster y Sr. Elliot Ramírez 

Pérez, instaron el presente recurso el 14 de julio de 2020. Solicitan 

que revisemos la Resolución emitida el 6 de abril de 2020, y 

notificada el 8 de abril de 2020, por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Carolina.3 Mediante el referido dictamen, el foro 

primario denegó la solicitud de los peticionarios, quienes son 

 
1 Mediante Orden TA-2021-041 el Juez Bonilla Ortiz sustituyó a la Jueza Colom García.  
2 Mediante Orden TA-2021-080 el Juez Rodríguez Flores sustituyó al Juez Ronda del Toro.  
3 El 22 de mayo de 2020, el Tribunal Supremo emitió una Resolución mediante la 

cual dispuso que todo término que haya vencido o que venciera entre el 16 de 
marzo de 2020 y el 14 de julio de 2020, se extendería hasta el 15 de julio de 2020. 

In re: Medidas Judiciales ante situación de emergencia de salud por el Covid-19, 
EM-2020-12. Por ende, el recurso se presentó de manera oportuna.  
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miembros de la Junta de Directores del Consejo de Titulares de la 

Torre I del Centro Internacional de Mercadeo (Junta de Directores 

del CIM T I), para que se desestimara el reclamo en su contra en su 

capacidad personal.  

 Tras examinar los escritos de ambas partes y los documentos 

que conforman el apéndice del recurso, se deniega la expedición del 

auto de certiorari. 

I. 

 El 23 de septiembre de 2019, Inmobiliaria CIM T I 408, LLC. 

y Seba Rock PR Investment, LLC. (parte demandante), presentó la 

demanda de epígrafe contra el Sr. Darío Rivera Carrasquillo, la Sra. 

Wanda Rivera Ortiz, el Sr. Jorge Ledón Webster y el Sr. Elliot 

Ramírez Pérez, como miembros de la Junta de Directores del CIM T 

I y en su carácter personal (en conjunto, codemandados o parte 

peticionaria), y el Consejo de Titulares del CMI T I, como parte con 

interés. Los demandantes indicaron ser los titulares de las oficinas 

números 408 y 406, respectivamente, de la Torre I del Centro 

Internacional de Mercadeo (CIM T I), condominio exclusivamente 

comercial sujeto al Régimen de Propiedad Horizontal.4  

En síntesis, la parte demandante adujo que los directores 

codemandados incumplieron ciertas disposiciones de la Ley de 

Condominios, Ley Núm. 104 de 25 de junio de 1958, según 

enmendada5, y el Reglamento de CIM T I6, en cuanto a la 

composición y el término de incumbencia en la Junta de Directores 

y el proceso eleccionario de dicho cuerpo. En específico, se alegó que 

la parte peticionaria violentó el Artículo 38 de la mencionada ley, 31 

 
4 Según la Escritura Número 9, otorgada el 15 de abril de 2002, ante el notario 

José Antonio Sadurní Lahens.  
5 La Ley Núm. 104, según enmendada, vigente al momento de los hechos del caso, 

fue derogada con la aprobación de la Ley Núm. 129 de 16 de agosto de 2020, (Ley 
Núm. 129-2020). 
6 Específicamente los Artículos 8 y 13 del Reglamento de la Escritura Matriz del 
Condominio Centro Internacional de Mercadeo, Torre I. Para su contenido, véase 

Apéndice del Memorando en Oposición a la Expedición de Certiorari, págs. 135-

136, 143-146 
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LPRA sec. 1293b – que establece que los términos de los cargos de 

presidente, secretario y tesorero no excederán de un (1) año y que 

ninguna persona podrá ocupar un puesto en la Junta por más de 

tres (3) términos consecutivos – al alternarse los referidos cargos en 

la Junta por más de diez (10) años, ocupando los mismos de manera 

ilegal y ultra vires.  

También se adujo que, en contravención al Artículo 38-B, 31 

LPRA sec. 1293b-2, ninguno de los representantes corporativos 

presentes en las asambleas demostró que contaba con una 

resolución corporativa que acreditara su capacidad de 

representación y derecho al voto.  

A su vez, se adujo que las minutas de las asambleas 

celebradas durante los diez (10) años no acreditaban los titulares 

que estuvieron presentes y la calidad con que lo fueron, así como 

tampoco los votos afirmativos de los comparecientes sobre los 

asuntos propuestos, en incumplimiento con el Artículo 38-C, 31 

LPRA sec. 1293b-3. Por tanto, los demandantes plantearon la 

nulidad de todas las decisiones y del proceso de elección de la 

referida Junta de Directores desde el año 2009, hasta el 2019.  

El 18 de octubre de 2019, se enmendó la demanda para 

incluir una tercera causa de acción por la denegatoria de los 

directores a brindar acceso a la información y documentos a la parte 

demandante. 

El 23 de octubre de 2019, los codemandados presentaron una 

Moción de Desestimación en Cuanto a los Miembros de la Junta de 

Directores en su Capacidad Personal. Básicamente, arguyeron que 

el Artículo 38(a)(1) de la Ley de Condominios, 31 LPRA sec. 1293b, 

especifica, en lo pertinente, que: “[l]os directores responderán 

personalmente por sus acciones mientras actúen como tales, sólo 

cuando incurran en delito, fraude o negligencia crasa”; y que las 

alegaciones de la demanda no contenían imputaciones al respecto. 
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En ese sentido, esbozaron que la parte demandante se limitó a 

invocar alegaciones de “negligencia crasa”, sin hechos que las 

apoyaran, por lo que, al amparo de la Regla 6.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 6.1, el tribunal ni siquiera debía 

considerarlas. Así, los codemandados articularon que, aun tomando 

como ciertas las alegaciones de la demanda no se configuraba una 

causa de acción válida en contra de los miembros de la Junta de 

Directores en su capacidad personal.  

Por su parte, en la Oposición a Moción de Desestimación de la 

Reclamación contra los Miembros de la Junta de Directores en su 

Capacidad Personal, la parte demandante destacó que la demanda 

contiene 117 alegaciones que revelan la ausencia total de cuidado, 

diligencia e indiferencia de los directores hacia la Ley de 

Condominios y el Reglamento de CIM T I, y que dichas actuaciones 

constituyen una negligencia crasa en el desempeño de sus 

funciones. En específico, mencionaron que la demanda imputa 

varios incumplimientos con el Artículo 38 de la citada ley; 

consistentes en que los directores han ocupado sus cargos por un 

término en exceso a lo permitido por la ley y el reglamento del 

condominio, ninguno de los representantes corporativos presentes 

en las asambleas demostró que contaba con una resolución 

corporativa que acreditara su capacidad de representación, las 

minutas de las asambleas celebradas durante diez (10) años no 

acreditaban los titulares que estuvieron presentes, y la calidad con 

que lo fueron; ni el número de votos afirmativos de los 

comparecientes sobre los asuntos propuestos.  

El 8 de abril de 2020, el Tribunal de Primera Instancia, emitió 

la Resolución recurrida, en la que denegó la solicitud de 

desestimación promovida por los codemandados. Así pues, concluyó 

que, al interpretar las alegaciones de la manera más favorable para 

la parte demandante, según el estándar de la Regla 10.2 de 
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Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, la demanda resultaba 

suficiente para constituir una reclamación válida que justificaba la 

concesión de algún remedio contra los codemandados miembros de 

la Junta, en su capacidad personal.  

De tal forma, el foro primario rechazó el planteamiento de los 

codemandados de que la parte demandante carecía de legitimación 

activa para presentar una acción derivativa en contra de los 

directores en su carácter personal, con el fin de cuestionar su 

desempeño en el cuerpo directivo, por ser un asunto que 

correspondía al Consejo de Titulares únicamente si este sufriera 

daños a consecuencia del quebrantamiento del deber de lealtad. En 

cuanto a ello, el tribunal coligió que la controversia no se regía por 

la Ley de General de Corporaciones (Ley Núm. 164-2009), sino que 

se trataba de una causa de acción fundamentada en la Ley de 

Condominios y el Artículo 1802 del Código Civil.7  

Además, el tribunal sentenciador consignó que los hechos 

alegados en la demanda versan sobre elementos subjetivos de 

intención, propósitos mentales, negligencia y credibilidad de las 

partes, que ameritaban ser dilucidados en una vista en su fondo.  

Inconforme con la anterior determinación, los codemandados 

instaron el presente recurso de certiorari, en el que formularon los 

siguientes señalamientos de error:  

Primer error: Erró el TPI al determinar que no le asistía la 
razón a los aquí peticionarios en cuanto a que la 
responsabilidad de los directores, si alguna, se produciría 
exclusivamente de cara al Consejo de Titulares y únicamente 
si este sufre daños como consecuencia de ese 
quebrantamiento. 
 
Segundo error: Erró el Honorable TPI al determinar que las 
alegaciones de la demanda enmendada surgen hechos 
suficientes para imponer responsabilidad a los oficiales de la 
Junta de Directores del Condominio en su capacidad 
personal.  
 

 
7 El Código Civil de Puerto Rico de 1930, vigente al momento de los hechos del 

caso, fue derogado y sustituido mediante la Ley 55-2020, aprobada el 1 de junio 

de 2020, conocida como Código Civil de Puerto Rico de 2020.  
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 En el primer señalamiento de error, los codemandados, aquí 

peticionarios, argumentan que los demandantes no alegaron haber 

sufrido daños como consecuencia de los presuntos actos u 

omisiones de los directores. Aseveran que el deber de fiducia de los 

miembros de la Junta de Directores es hacia el Consejo de Titulares, 

por lo que es a dicho organismo quien único puede reclamar 

responsabilidad personal a los directores. 

 En segundo lugar, indican que las alegaciones de la demanda 

no imputan la comisión de algún delito, fraude o negligencia crasa 

de los codemandados miembros de la Junta en su capacidad 

personal. Asimismo, mencionan que de ser cierto que los directores 

han ocupado sus cargos por más de una década, ello fue autorizado 

mediante el voto afirmativo del Consejo de Titulares y los 

demandantes no alegaron haber sufrido daños a consecuencia de la 

permanencia de estos directores. De igual forma, arguyen que la 

presunta falta de resoluciones corporativas de los representantes o 

las minutas carentes de información respecto a los titulares que 

estuvieron presentes, o el error de omitir en dichas minutas la 

constancia del voto afirmativo de los comparecientes, no alcanzan el 

grado de negligencia crasa requerido por la Ley de Condominios. 

 El 29 de julio de 2020, la parte peticionaria presentó una 

petición de certiorari enmendada, en la que incluyó los documentos 

que faltaban en el apéndice de su escrito original. 

 Por su parte, en el Memorando de Oposición, la parte 

demandante esgrime que es titular de las oficinas números 408 y 

406 del CIM T I, y por tanto, integrante del Consejo de Titulares Del 

CIM T I. Así que, al amparo del Artículo 42 de la Ley de 

Condominios8, ostenta legitimación activa para presentar la 

 
8 El artículo 42 de la Ley de Condominios permite que cualquier titular de un 

condominio comercial impugne ante el tribunal una actuación u omisión de la 
Junta de Directores que estime que sea gravemente perjudicial para él o para la 

comunidad, o contraria a la ley, la escritura de constitución o el reglamento. 31 

LPRA sec. 1293f.  
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reclamación contra los directores en su carácter personal, con el fin 

de que le respondan al Consejo de Titulares por sus actuaciones 

constitutivas de negligencia crasa.  

Por otro lado, expone que el foro primario actuó correctamente 

al denegar la moción de desestimación de los peticionarios, puesto 

que la demanda alegó hechos que justifican la concesión de un 

remedio en contra de los codemandados en su carácter personal. 

Por ende, la parte demandante propone que procede denegar la 

expedición del auto de certiorari.  

 Por último, los peticionarios presentaron una Moción 

Suplementaria, a la que la parte demandante respondió con una 

Oposición a Moción Suplementaria.  

II. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

nos faculta a revisar resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas 

por el Tribunal de Primera Instancia, cuando se recurre de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo, como lo es la 

denegatoria de una moción de desestimación.  

 Sin embargo, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los criterios que 

debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional. Evaluada la petición de certiorari, así como la 

Resolución del foro recurrido, se desprende que la solicitud de los 

peticionarios miembros de la Junta no cumple con ninguno de los 

criterios de la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, supra.  

 La actuación del foro recurrido de denegar la solicitud de 

desestimación de los peticionarios descansó en el ejercicio de su 

sana discreción, en atención a la causa civil de epígrafe y a una 

interpretación favorable de los hechos bien alegados en la demanda, 

según lo requiere el estándar de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 10.2. La decisión del tribunal recurrido refleja un 
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estudio de la normativa vigente aplicable al caso y una 

determinación fundamentada en dicho análisis. 

Este foro no intervendrá con el ejercicio de la discreción en los 

asuntos interlocutorios ante la consideración del Tribunal de 

Primera Instancia, salvo que se demuestre que dicho foro cometió 

un craso abuso de discreción o que actuó con prejuicio y 

parcialidad, o se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitaría un perjuicio sustancial.  

Los peticionarios miembros de la Junta no han demostrado 

que el foro de primera instancia hubiere incurrido en error, perjuicio 

o parcialidad alguna al emitir su dictamen, o que dicho foro 

cometiera un abuso de discreción, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo, que justifique nuestra intervención en esta 

etapa de los procedimientos. Ante la ausencia de justificación para 

intervenir con la determinación a la que arribó el foro recurrido, 

denegamos expedir el auto de certiorari.  

III. 

En virtud de las anteriores consideraciones, denegamos la 

expedición del auto de certiorari 

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


